Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 59 minutos) 
Tiene la palabra el señor Sienra. 


SEÑOR SIENRA.- Debido a que en la reunión pasada me tuve que ir unos minutos antes, en el día de hoy me gustaría redondear 
el tema de las categorías, de la calificación de los predios, porque una de las herramientas básicas de todos los planes de 
ordenamiento territorial es calificar el territorio. Por ese motivo, me parece que hacer una reflexión en esta materia resultaría muy 
útil -por lo menos lo ha sido para mí- por eso quería hacer notar algunas cosas. 


En primer lugar, desde hace muchos años en nuestro país se utilizan las categorías de predios urbanos, suburbanos y rurales, y 
últimamente creó la de área natural protegida. Por su lado, la Ley de Centros Poblados, sin definir ninguna categoría de suelo, 
prohibe urbanizar las áreas inundables y las ubicadas en niveles inferiores a cincuenta centímetros por encima de las máximas 
crecientes conocidas. Estaríamos hablando en este caso de un tipo de predio creado hace aproximadamente seis décadas. 
También prohibe crear predios en una faja costanera de 150 metros. En ninguno de los casos define concretamente la categoría; 
no le pone nombre a ese tipo de suelos pero están en el país. 


Por su parte, el Código de Aguas habla de la faja de protección costera, y eso es lo que hoy existe. Además, el anteproyecto de ley 
sobre ordenamiento territorial del Poder Ejecutivo plantea cuatro categorías de suelos: urbano, urbanizable, no urbanizable y rural. 
En esta propuesta se pierde el histórico tipo de suelo suburbano y se agregan las categorías urbanizable y no urbanizable. Aquí 
habría un primer aspecto a analizar, porque los suelos suburbanos no solamente tienen carácter histórico, sino que además están 
incluidos en la Constitución de la República. 


Lo más importante que quiero hacer notar es que en la exposición de motivos no encontré las razones de esta clasificación que 
propone el Poder Ejecutivo. A su vez, en la reunión pasada el arquitecto Gilmet planteó calificar a los predios en tres categorías: 
urbano, urbanizable y no urbanizable. De estas tres, la diferente es la última, porque abarca muchos tipos de tierra, incluyendo el 
área rural. De acuerdo con lo que el arquitecto expresó -inclusive, lo había mencionado en la reunión del 27 de mayo- el carácter 
de no urbanizable se da en función de la fraccionabilidad del predio, por la sencilla razón de que las áreas rurales no son 
fraccionables, según plantea la Ley de Centros Poblados, que dice que lo rural no es fraccionable en predios menores a cinco 
hectáreas y en algunos lugares menores a dos hectáreas. Sin embargo, creo que esta es una interpretación equivocada de las de 
la Ley de Centros Poblados, ya que su objetivo es regular el pasaje de las áreas rurales a urbanas. En realidad, es un mecanismo 
para pasar un predio rural a urbano. Por supuesto que en este pasaje hay algunas tierras que no son admitidas, y no solamente las 
inundables y las que están en la faja costanera de 150 metros; también prevé la aceptación de algunas de ellas según la 
conveniencia. 


De todas maneras, creo que no sería adecuado englobar todas las tierras que por distintas razones no son urbanizables, como las 
inundables -que no lo serán nunca- las rurales -que lo son hasta que se transforman- o las protegidas que, si somos exitosos, 
nunca perderán ese carácter, dado que si un área protegida permite su utilización para otro fin, la estaríamos perdiendo y sería una 
tragedia en el caso de que estuviera bien declarada. 


Creo que realmente tenemos que volver a lo anterior. Hoy en día en el país los predios son urbanos, suburbanos y rurales y 
algunos -muy pocos- están declarados protegidos. 


Estas categorías deben estar reconocidas en todos los planes; se trata de una categoría jurídica fundamental. Entonces, todos los 
planes van a tener que reconocer los predios urbanos, suburbanos, rurales y protegidos. 


Resalto específicamente el añadido de esta categoría de predio protegido, porque un área protegida tiene limitaciones propias que 
le impone su decreto de protección, pero éste también implica ciertas limitaciones en los usos de áreas que circundan el área 
protegida, dependiendo de la materia que se esté protegiendo. 


También quiero aclarar que las áreas protegidas pueden ser urbanizables y, en los hechos, en todo el mundo hay áreas naturales 
protegidas que tienen partes urbanizadas y se usan como tales. Asimismo, pueden formar parte de áreas urbanas y en todo el 
mundo existen también área naturales protegidas que se encuentran dentro de áreas urbanas. 


Me parece que el concepto de área protegida tiene una importancia capital y debe estar en esa clasificación básica primaria que 
todo plan tiene que reconocer en forma destacada. 


Entiendo que para la gestión del territorio esa clasificación básica es insuficiente. Creo que luego de que están delimitadas las 
áreas urbanas, suburbanas, rurales y protegidas, hay que subdividirlas en zonas o subzonas, en las que encontraremos áreas 
urbanizables. Un área urbanizable es un área rural o suburbana que va a pasar a ser urbana. 


También tenemos que calificar dentro de las áreas urbanas, por cuestiones de manejo, los centros, subcentros, áreas residenciales, 
zonas turísticas, industriales, granjeras, etcétera, según lo que sea conveniente para ellas. 


Me voy a detener un segundo en el tema de áreas turísticas porque, quizás, Montevideo no puede servir como ejemplo a estos 
efectos, pero se trata de una categoría muy especial. Algunos países la reconocen como una categoría de clasificación de suelo, 
pero nuestra experiencia en Maldonado dice que efectivamente la gente que compra y decide pasar sus vacaciones en 
determinadas zonas exige que las mismas sean exclusivas para el alojamiento turístico, en cuanto a que no sean compatibles con 
comercios ni con una serie de servicios urbanos, como las escuelas o los centros de salud. De manera que esa es una categoría 


que no todos los planes podrán tener, pero la resalto porque en el Uruguay no es muy conocida y, sin embargo, es absolutamente 
imprescindible en determinados casos. 


Ahora bien; cuando hacemos esta clasificación en subáreas, en cada una de ellas vamos a tener que definir características de 
usos, características ambientales de equipamientos y de servicios que les sean adecuadas. Tampoco es suficiente subdividirlas en 
este tipo de áreas, sino que a su vez cada una de estas subzonas puede requerir la calificación en áreas homogéneas, 
caracterizadas o de gestión que cada plan tendrá que reconocer. Creo que hay que dejar amplia libertad para que cada zona o 
ciudad pueda manejarse con las categorías que requiere su gestión. 


En realidad, me parece que la categoría no urbanizable es innecesaria, ya que un predio no puede ser fraccionado si no se 
encuentra en un área urbana, suburbana o urbanizable, ni puede usarse o construirse para alojar actividades diferentes a las 
explotaciones agropecuarias si no está calificado como urbano o suburbano. De todas formas, como esta norma -muy bien se ha 
dicho- debe tener un cierto carácter didáctico y puede ser interesante también para quienes manejan los planes señalar 
específicamente que hay lugares que no son urbanizables, se puede agregar la categoría no urbanizable. No tengo objeción en 
cuanto a que se incluya, no creo que sea la clave, pero tampoco la objeto. 


En síntesis, mi propuesta es la siguiente. A los efectos de la clasificación del suelo, los predios se clasificarán como urbanos, 
suburbanos, rurales o protegidos. En cada una de estas categorías y según definan los planes de ordenamiento territorial, se 
crearán subzonas indicando los predios urbanizables, no urbanizables y las áreas caracterizadas como centros, subcentros, 
residenciales, de usos mixtos, turísticas, industriales o granjeras. Cuando los Planes lo entiendan pertinente, subdividirán estas 
subzonas en áreas homogéneas, caracterizadas o de gestión. 


Quiero agregar un aspecto que ya he planteado en varias ocasiones y que me parece que constituye un aporte que podría hacer 
esta norma. Como ya he dicho, hay una cantidad de actividades que no son urbanas ni rurales. Algunos ejemplos podrían ser el 
cultivo bajo plástico, los "feed lots", los centros de armado de contenedores -es decir, donde se manda la mercadería para ser 
clasificada, que ocupan mucho espacio- algunos tipos de industria que requieren espacio para poder resolver, dentro de sus 
predios, los problemas o peligros que pueden ocasionar -un ejemplo de esto podría ser una fábrica de pintura, que no es 
compatible con las áreas urbanas, porque existen enormes riesgos de explosión e incendio, o que maneje desechos 
contaminantes- u otro tipo de actividades que necesitan espacio para poder llevar a cabo el tratamiento de sus desechos. En este 
sentido, me ha tocado ser testigo de personas que se han instalado para criar ranas, lo que implica, a su vez, criar moscas para 
alimentarlas, y esta no es una actividad urbana ni rural, pero sí requiere un espacio diferente. También podría ser una fundición de 
metales preciosos que prepare aleaciones, por ejemplo, para uso aeronáutico, por lo que se hace necesario tener en cuenta una 
serie de aspectos en cuanto a la seguridad, por el valor del material con el que se trabaja y por todos los tratamientos al aire y a los 
residuos que hay que hacer para recuperar el material precioso y reciclarlo. 


Existe una cantidad de elementos y de estilos de vida semirrurales que son absolutamente válidos. No se trata de chacras, sino 
simplemente de lugares grandes, donde la gente vive como en la ciudad pero con un poco de campo, teniendo además alguna 
oveja y algún caballo, no para la explotación agropecuaria, sino porque les gusta vivir así. 


En definitiva, hay una serie de actividades que requieren espacio y que, por sus características, no son urbanas ni rurales, por lo 
que hay que crearles una categoría de suelos, que hay que reconocer de forma bastante permanente. 


Nosotros, en la Intendencia Municipal de Maldonado, llamamos a esta categoría como suburbana y usamos ese término para darle 
un contenido a una palabra que el país tiene incorporada desde siempre y que, incluso, figura en la Constitución de la República. 
Por otra parte, nos parecía indecoroso llamar suburbana a un área que es urbana porque tiene carencias. Estamos hablando de un 
área que no ha completado su urbanización, ya sea porque sus calles no están hechas, porque no cuenta con saneamiento o 
porque no tiene veredas; esta no es un área suburbana, sino urbana en formación. Si esta formación data de muchos años, 
entonces, se trataría de un área urbana carenciada, pero de ninguna manera podemos categorizarla como suburbana. Al parecer, 
es inmoral reconocer que en el territorio podemos tener áreas urbanas con carencias. Por este motivo, utilizamos este término y 
propongo mantenerlo -ya que la expresión suburbana existe desde siempre en el Uruguay- pero llenándolo con este contenido. 


SEÑOR GILMET.- La Comisión había acordado continuar en el día de hoy con el tratamiento de los instrumentos de gestión, y a 
ellos nos referiremos. 


Al finalizar la reunión pasada y en el día de hoy se han realizado algunos comentarios -por parte de los arquitectos Acuña y Sienra- 
con relación a algunos aspectos de una intervención pasada acerca de los cuales he anotado un elemento que me parece que ha 
sido una contribución y acerca del cual coincidimos con ambos. Me refiero al reconocimiento de áreas naturales protegidas -o áreas 
naturales si no han sido protegidas- que se encuentran en el ámbito de áreas urbanas. Y esto es así. Simplemente, está 
reconociendo que el área urbana -al menos, así lo interpreto yo- puede contener recortes de área natural; no dijimos lo contrario. 
Para ser más claros, me estoy refiriendo al caso, por ejemplo, de nuestras ciudades, con un territorio con muchos cursos de agua, 
muy rico desde el punto de vista hidrográfico y donde encontramos justamente estas penetraciones de cuñas verdes en el área 
urbanizada. Sería el caso de la ciudad de Salto, de Montevideo o de otras. Pero hay un ejemplo paradigmático -me tocó estudiarlo 
de cerca- que es el de la ciudad de Buenos Aires, territorio urbano por antonomasia. Aclaro que no me refiero al área metropolitana 
de Buenos Aires, sino a la ciudad propiamente dicha, es decir, al ámbito delimitado por el Riachuelo, la avenida General Paz y el 
Río de la Plata. 


Podríamos decir que en la región ese es el territorio más urbanizado -con tres millones de habitantes- curiosamente, desde el año 
1945; sin embargo, en un área de relleno de la costa sobre el Río de la Plata, la naturaleza ha reconquistado una porción y ha 
generado lo que hoy los bonaerenses -o porteños como decimos los uruguayos- llaman Reserva Ecológica de Buenos Aires; se ha 
reconquistado como área natural y así ha sido reconocida por el plan urbano ambiental de dicha capital. 


Por tanto, es claro que podemos encontrar estos recortes de áreas naturales, en este caso protegidas -porque el plan urbano 
ambiental la designa como Reserva Ecológica de Buenos Aires- en un ámbito urbano. En estos casos, el recorte es bien claro; es 
como si recortáramos una figura de papel con una tijera. Son más difíciles aquellas situaciones en las que aparecen actividades 
que quizás desde cierta óptica no son propias de lo urbano y son características de usos del suelo de áreas no urbanizadas, como 
es el caso de la agricultura urbana, que tiene una importancia muy grande. Cuando hablo de agricultura urbana me refiero a 


huertas urbanas que encontramos en nuestras ciudades y que en muchos países son reconocidas y se les otorga una importancia 
muy grande desde el punto de vista de la subsistencia de las poblaciones en las que se encuentran. 


Estas dificultades con respecto al reconocimiento de diferentes usos, de sus imbricaciones e hibridaciones, entre otras, hace que 
debamos -y en eso coincidimos con los planteos- distinguir entre una categorización primaria de suelos de otras que podríamos 
llamar secundaria o terciaria, que sí deben aparecer en los planes. Nuestra opinión es que la ley debe definir aquellas categorías 
primarias de suelos y, si bien es una óptica funcional porque es parte -como decía el arquitecto Acuña, con razón- del uso urbano, 
en realidad, está definido con un enfoque jurídico, porque esa óptica de lo urbanizable y de lo no urbanizable define usos de suelos 
teniendo en cuenta su posibilidad de fraccionamiento y, por tanto, su valor. 


Tal como se había acordado, en el día de hoy íbamos a tratar los artículos 42 a 58, relacionados con los instrumentos de gestión. 


El proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo distingue como instrumento de gestión los poderes de policía territorial, 
expropiaciones, carteras nacionales de tierras, carteras municipales de tierras y, por último, sociedades de economía mixta de 
desarrollo regional o local. 


En una sesión pasada se entendió necesario distinguir entre la gestión en la elaboración de las distintas figuras de ordenación de 
los planes y la gestión después de la aprobación de dichos planes. Por ello, coincidíamos en distinguir figuras de participación 
ciudadana, de fomento de la actividad departamental y de coordinación como -si bien son instrumentos de gestión- propias de la 
etapa de elaboración de la figura de ordenación del plan, diferenciándolas de aquellas que aparecen luego de su aprobación. Por 
eso, entendimos que el artículo 26, referido a las compensaciones, debería pasar a instrumentos de gestión. No me voy a referir 
nuevamente a la importancia que atribuimos a este artículo 26. Simplemente, vuelvo a subrayar los antecedentes regionales y 
latinoamericanos. En aquella oportunidad mencionamos los casos de Brasil y de México; incluso, estuvimos repasando el caso de 
Colombia, con su Ley N* 9.189, donde este aspecto de las compensaciones tiene gran importancia entre los instrumentos de 
gestión de la ley colombiana. 


A grandes rasgos, coincidimos con estos cinco aspectos de desarrollo de la propuesta del Poder Ejecutivo. En realidad, en la 
gestión de instrumentos de ordenación hay otros. En alguna oportunidad se ha citado la Ley Forestal. Se puede considerar que 
muchas disposiciones de la Ley N* 15.939 de 1987 constituyen instrumentos de gestión de un ordenamiento del territorio. Estamos 
de acuerdo en que eso es así. 


El artículo 39, que refiere al fomento de la forestación, es un instrumento de gestión que parte de una categorización previa de 
suelos, los que son beneficiados por disposiciones tributarias. Se refiere a los bosques artificiales existentes o a los que haya en el 
futuro. De manera que habría otros instrumentos de gestión, algunos ya vigentes en la legislación nacional. 


A nuestro juicio, los instrumentos de gestión son herramientas de ejecución, mecanismos imprescindibles para lograr que los 
contenidos de los planes se plasmen en la realidad. No cabe dudas de que algunos de estos instrumentos tienen antecedentes en 
la legislación nacional, como el de las carteras de tierras y el de las expropiaciones que desde el año 1912 es muy poderoso en la 
gestión territorial. 


En una sesión pasada también señalábamos que en la gestión era importante el seguimiento, o sea, el proceso que apunta a 
asegurar que la realización del contenido de los planes se realice en forma ordenada y según está previsto, desde la perspectiva 
del plan, en el ámbito que sea. Esto es así, porque entendemos que es importante un proceso de retroalimentación para ajustar 
flexiblemente los contenidos de los planes a una realidad cambiante. Creemos que es un proceso ordenación-gestión 
retroalimentado. A nuestro entender, de esa forma se trataría de superar la falta de coordinación o ciertos procesos aleatorios que 
muchas veces se suceden. Es posible superar esto en una ordenación que no es atemporal, sino que se desarrolla en un proceso 
programado en el tiempo en cuanto a la ejecución de las actividades y trabajos previstos por aquella. 


Por eso creíamos que la figura adecuada para este seguimiento podía ser la creación, para cada plan, de una Comisión que 
nosotros llamábamos de Dirección y Seguimiento, y que en la propuesta del Poder Ejecutivo se denomina de Control y 
Seguimiento. 


Respecto a la propuesta concreta del Poder Ejecutivo, quisiéramos realizar algunos comentarios en forma un poco más ordenada. 


El primer punto refiere a los poderes de policía territorial. Lo sustantivo en este aspecto es la obligatoriedad de la ordenación, que 
la propia propuesta establece en el artículo 28. ¿Qué quiere decir? Que una vez aprobado por los órganos competentes, el plan o 
la figura de ordenación tendrá un carácter vinculante, en el sentido de que tanto los particulares como la propia Administración 
Pública -en el ámbito que sea- quedarán obligados al cumplimiento de las disposiciones sobre ordenación que establecen los 
planes. Entendemos, entonces, que la obligatoriedad no se refiere exclusivamente a la redacción de la figura de ordenación, sino 
también a sus contenidos y a las objeciones que sobre ellos se hayan planteado. Este principio del carácter vinculante de los 
instrumentos de ordenación, es práctica común en todo el Derecho Comparado. 


En lo que tiene que ver con el segundo punto que el Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo titula "Expropiaciones", 
debemos decir que ya está incorporada, al sistema de actuación uruguayo, la expropiación por razones urbanísticas. La 
declaración de utilidad pública que, genéricamente, formulara el artículo 4* de la Ley N* 3.958 de 1912, llamada causa expropiante 
o fin de la expropiación, sin embargo, fue permanentemente ampliada por la vía de leyes complementarias. He extraído de la 
literatura, a modo de ejemplo, algunas de las leyes especiales dictadas con posterioridad al año 1912. Por ejemplo, lo hace 
extensivo a la asistencia pública nacional en el año 1914; a los cuarteles y obras de carácter militares, en 1915; a locales de 
Enseñanza Primaria, Enseñanza Secundaria y Enseñanza Superior, en 1917; a instalaciones para la conservación de puentes y 
carreteras, en 1917; a obras de saneamiento, en 1945; al Instituto Nacional de Viviendas Económicas -es decir, al INVE, hoy 
inexistente- en 1946, y así sucesivamente. 


No cabe ninguna duda de que también en el concierto internacional, en las transformaciones urbanas territoriales de muchas 
ciudades y países, la figura de la expropiación ha jugado un papel muy significativo. He tenido oportunidad de visitar ciudades 
fundamentalmente europeas, en donde se han realizado transformaciones muy importantes, y frente a la pregunta de cuál ha sido 
el instrumento de gestión, la respuesta ha sido: "mediante las expropiaciones". 


En general, la expropiación suele ser analizada en un sentido pasivo, o sea, desde la óptica del propietario del bien expropiado, 
puesto que no cabe ninguna duda de que la expropiación es una limitación que genera un sacrificio patrimonial muy importante por 
causa de la utilidad pública. Es, quizá, la limitación más significativa, ya que genera la propia extinción del dominio de un particular 
sobre el bien y el traspaso de la propiedad, en principio, al Estado, aunque puede darse la situación de que sea a terceros. 


Por tanto, entendemos que el artículo 45 del proyecto de ley del Poder Ejecutivo amplía las disposiciones vigentes y pasa a ser un 
instrumento muy significativo para el cumplimiento de los planes, y lo apoyamos. Voy a leerlo, para ser más claro. Este artículo se 
refiere a inmuebles necesarios para el cumplimiento de los planes. Dice: "Declárese de utilidad pública" -lo cual quiere decir que le 
otorga causante expropiatoria o pasa a ser fin de la expropiación- "la expropiación de los inmuebles necesarios a los efectos del 
cumplimiento de los planes de ordenamiento y desarrollo territorial" -aquí se refiere a este tema del desarrollo territorial- "previstos 
en la presente ley". 


Se trata de una disposición muy significativa, pero que otorga un poder muy grande a los instrumentos de ordenación, puesto que 
las normas pasan a ser causante expropiatoria. A nuestro criterio, llenan de contenido esas disposiciones. 


Con respecto al tercer y cuarto punto, denominados Cartera Nacional de Tierras y Cartera Municipal de Tierras, cabe indicar lo 
siguiente. 


SEÑOR BERRUTTI.- Sería positivo que quedara registrado en la versión taquigráfica, el tema de las expropiaciones en los casos 
en que predios pasan de un particular a un tercero, que no sea el Estado. 


SEÑOR GILMET.- En realidad, es un tema bastante delicado. Se refiere a proyectos de renovación con finalidad urbanística. 
Podríamos tratar de estudiarlos con más profundidad para una próxima sesión, pero lo cierto es que esa es la situación. 


SEÑOR BERRUTTI.- Disculpen pero insisto en que sería muy positivo que quedara registrado en la versión taquigráfica, por un 
lado para no olvidar el tema y, de alguna manera, por otro, ampliarlo. 


SEÑOR GILMET.- En la legislación comparada de muchos países también aparece esta figura. Esta disposición, tan amplia, del 
Mensaje y Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo podría dar lugar, justamente, a esas situaciones, puesto que el artículo 45, tal como 
lo tenemos a consideración, dice: "Declárase de utilidad pública la expropiación de los inmuebles necesarios a los efectos del 
cumplimiento de los Planes de Ordenamiento y Desarrollo Territorial previstos en la presente ley." Como verán, es muy general. 


El ejemplo que se me ocurre en este momento es el de la renovación urbana de un área. En general, también hay que distinguir la 
aplicación del régimen de expropiaciones, parcela a parcela, de la aplicación a un área de las mismas, a efectos de iniciar un 
proceso de renovación urbana, así como el cometido de dar cumplimiento a otras figuras de gestión, puesto que éstas no actúan en 
forma aislada. Por ejemplo, el último punto de las sociedades de economía mixta podría valerse, justamente, de las expropiaciones. 
Asimismo, la Cartera Nacional de Tierras o la Cartera Municipal de Tierras podrían valerse de la figura de las expropiaciones. 


Con respecto a las Carteras de Tierras, Nacionales o Municipales, decíamos que en sesiones pasadas ya se había analizado el 
tema. Hoy nos han alcanzado una documentación de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, que estudiaremos. 
Simplemente, quisiéramos subrayar que, a nuestro criterio, es un instrumento de gestión muy significativo desde una óptica social 
para alcanzar una política de equidad, redistributiva en temas como el de la vivienda o el de los equipamientos sociales. Sin 
embargo, también entendemos que el asunto puede llegar a ser muy significativo desde la óptica de la sustentabilidad ambiental y, 
por ende, territorial, para mejorar las condiciones ambientales de un determinado territorio. 


Un aspecto de detalle que queremos señalar con respecto a estas figuras, de las que se distingue entre el ámbito nacional y el 
municipal, tiene que ver con la necesidad de aclarar la situación de los inmuebles de dominio municipal que, según esta propuesta, 
no se encuentran destinados a usos específicos respecto a si pasan a la Cartera Nacional de Tierras o a la Cartera Municipal de 
Tierras. A nuestro criterio, deberían pasar a esta última. Se comparte totalmente la idea sobre la necesidad de inventariar las tierras 
fiscales. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 
(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR GILMET.- Con respecto al último punto relativo a las sociedades de economía mixta, en una oportunidad anterior 
señalamos que sería conveniente disponer de un proyecto de ley que, según se nos ha informado, estuvo en algún momento a 
estudio del Parlamento. 


SEÑOR BERRUTTI.- En el Senado no se encuentra ningún proyecto de ley por lo menos con dicho rótulo, buscaremos 
conceptualmente. 


SEÑOR GILMET.- Entonces, sería conveniente buscarlo en la Cámara de Representantes, ya que considero importante estudiar 
estos artículos conjuntamente con ese antecedente que no es lejano. 


SEÑOR VILLEGAS.- En el mes de junio había formulado algunas reflexiones sobre los instrumentos de gestión. En ese sentido, he 
elaborado una serie de conceptos que, en realidad, no son específicamente instrumentos, sino una especie de directivas que a mi 
juicio deben ser tenidos en cuenta en la gestión. Por ejemplo, la coordinación es una directiva a la que tal vez no se puede 
denominar como instrumento de gestión, pero debe considerarse en todas las acciones de la misma que se relacione con los 
planes urbanos. Por su parte, la cooperación también es preceptiva, pero la destaqué para que se tuviera en cuenta. 


Además, la informatización es un instrumento de gestión importante e inclusive, en algún otro documento que voy a incorporar 
luego, sugiero la creación de un registro general informático de planes. Esto debe desarrollarse, desde luego, en el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en la Sección de Ordenamiento Territorial, pero también debe estar abierto en 
INTERNET a todos los usuarios que deseen acceder a esa documentación. Esta información supone trabajo y también algunos 
costos, pero entiendo que la informatización, reitero, si bien no es un instrumento en sí misma, es un medio de gran importancia 
para instrumentar la gestión. 


Otro elemento que he destacado es el de la capacitación, es decir, el rol docente que debe cumplirse a través de la ley por parte del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. La misma debe desarrollarse dentro de esa Cartera y hacia las 
Intendencias Municipales que son un medio fundamental, porque de nada sirve hablar de cosas que no se entienden. Puede ocurrir 
-lo planteo en forma hipotética- que un Gobierno Municipal no sepa el significado del ordenamiento territorial y en ese caso es 
fundamental que se lo capacite mediante el apoyo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Otro de los instrumentos de importancia -reitero que los denomino así pero no sé si lo son en el estricto sentido de la palabra- es la 
comunicación y la difusión de los conceptos y de los propósitos del ordenamiento. 


Reitero que los que he mencionado no son propiamente instrumentos de gestión, sino una serie de directivas que deben estar 
presentes. 


De acuerdo con lo que señalaba el arquitecto Gilmet hace unos instantes, el control, evaluación y seguimiento son parte 
fundamental de la gestión, ya que ésta no se limita a poner el plan en marcha, sino a saber si sirve o no. Por lo tanto, es 
fundamental que se controle, que se haga el seguimiento y que se evalúen los resultados de la aplicación del plan y, 
eventualmente, que se plantee la corrección, ajuste o eliminación del mismo. Estos sí, de pronto, son instrumentos a tener en 
cuenta. 


En otro orden de cosas, tenemos que considerar como aspectos fundamentales los estímulos y las sanciones. Se trata de un 
programa que no sé cómo organizarlo -alguna referencia se hace a esto en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo y figura en la 
bibliografía general- pero los estímulos y sanciones también son un instrumento de gestión importantes. 


Finalmente agregaría como instrumentos de gestión los de carácter tributario, financiero y ambientales, así como la información 
pública y la coparticipación o participación ciudadana que me parece muy importante en dos aspectos. Primero, en cuanto a lo que 
me refería anteriormente sobre la capacitación de los integrantes de los Gobiernos departamentales quienes deben estar 
informados y saber cabalmente lo que se está haciendo. Ésta es una función muy especial, sumamente difícil y seguramente 
llevará mucho tiempo concretarla. 


En oportunidad de exponer con el arquitecto Director de la ciudad de Bella Unión en la Junta Local, así como también en la Junta 
Departamental, el único que efectuó un comentario razonable fue un joven cuyo nombre no recuerdo y, luego, hizo uso de la 
palabra el señor Dieste -hermano del conocido ingeniero- para observar que lo que habíamos dicho en el video que habíamos 
preparado en cuanto a que Uruguay significaba "Río de los pájaros pintados", no era la interpretación correcta. Ésta fue la única 
observación que realizó al plan, a pesar de ser una persona culta y de importancia en su ciudad, ya que era miembro de la Junta 
Departamental. Con esto no quiero hacer una crítica al señor Dieste, sino destacar que en el momento de presentar el plan fue lo 
único que se manifestó. Ni que hablar que ese plan nunca se aprobó por varias razones. En primer lugar, por la competencia que 
existe y que es muy fuerte entre el departamento de Artigas y la ciudad de Bella Unión. Por ese motivo todo lo que proviene de 
Bella Unión, es tirado abajo por los demás pobladores de Artigas y viceversa. 


Entonces, estos intereses políticos que están jugando se podrían superar si hubiera una información completa y si se educara, de 
algún modo, a los miembros de los Gobiernos Departamentales, para que se consideraran correctamente y en su verdadero 
alcance, los propósitos de los planes de ordenación territorial. 


SEÑOR SIENRA.- Me voy a referir sólo parcialmente a estos temas porque dentro de diez minutos me tengo que retirar y, además, 
son tan amplios que en tan poco tiempo no se los puede analizar en su totalidad. 


Voy a empezar por el tema de las compensaciones, que es clave en esta materia. Creo que la propuesta del Poder Ejecutivo en el 
artículo 26 es demasiado general y vaga. Asimismo, se contradice totalmente con lo que establece el artículo 9 de la misma 
iniciativa. En las afectaciones al patrimonio de las personas hay que tener cierta precisión; cuando se hace una afectación de este 
tipo, hay que tener cuidado, de manera de ser justos y de que la gente sepa realmente frente a qué afectaciones se encuentra. En 
cuanto a las afectaciones al patrimonio o a los propietarios de los predios, el artículo 26 de este proyecto expresa que son los 
planes los que definirán cómo los afectan, lo cual considero que es totalmente inaceptable. Sin embargo, el punto es crucial. Como 
ustedes saben, tal como lo expliqué hace unos días, hicimos una propuesta para crear tres instrumentos concretos, pero con la 
flexibilidad de que cada plan los aplique según le parezca a quien los elabore. Esos impuestos están limitados a aquello que 
nosotros proponemos, es decir, los derechos de edificación y la venta particular de derechos de edificación, como instrumentos 
para compensar a aquellos que pueden hacer menos con respecto a los que pueden hacer más y, por último, el impuesto al uso de 
edificios que tienen una superficie mayor a la del factor de ocupación total máximo de la ciudad, que implica una renta permanente, 
porque se paga anualmente. Estos tres mecanismos no los hemos inventado nosotros ya que existen en muchas partes del mundo, 
con resultados variados; cuando se han aplicado bien, han tenido un enorme efecto positivo. También tienen la virtud de que son 
neutros desde el punto de vista económico financiero en cuanto a cualquier emprendimiento urbanístico edilicio. Este punto es muy 
importante y hay mucha cantidad de literatura respecto a esto. El precio de la tierra que paga el promotor de una idea no va a 
variar; lo que cambia es lo que recibe el propietario pero, repito, el precio total de la tierra no se modifica. De manera que la 
ecuación económica, en cualquiera de estos casos, que determina el éxito o el fracaso de un emprendimiento o de una idea, no se 
ve afectada por ninguno de estos tres mecanismos. Estimo que esto es muy bueno y ojalá todos los impuestos tuvieran esta 
neutralidad, porque hay otros que hacen fracasar muchas actividades económicas. 


De todos modos, hace unos días, cuando comenzamos a considerar ligeramente este tema, se plantearon algunos otros puntos 
que podrían ser de interés, porque estos mecanismos están orientados exclusivamente a aquellos predios en los que se puede 
construir más que en el resto de la ciudad. Asimismo, puede haber otras afectaciones o beneficios que dependen de los usos que, 
por ejemplo, se autoricen en determinadas zonas. Después de la conversación que tuvimos, reitero, hace unos días, me pareció 
que también era bueno prever, pero en una forma más concreta que la que establece el artículo 26, cómo actuar en esos casos. 
Desde luego que estamos hablando de afectaciones por usos que solamente pueden ocurrir cuando el emprendimiento, la 
propuesta o la idea que se va a llevar a cabo en un determinado lugar, está fuera de lo previsto en el plan, porque si lo está, no hay 
una afectación o un uso fuera de lo común. Para que esto sea aceptado, es necesario que los promotores de ese uso diferente del 
suelo propongan una modificación del plan en la zona en que van a actuar. Por lo tanto, podrán efectuarlo siempre y cuando la 
modificación del plan sea aceptada por la Intendencia, luego de estudiar y analizar esta propuesta con el resto del plan. En este 
último caso, tendrán que llegar a un acuerdo con los promotores de la idea. Por otro lado, si se exige demasiado a cualquiera de 


las partes, podría anularse el proyecto y, de esa forma, todos podrían salir perjudicados. Entonces, me parece interesante proponer 
algo así como lo siguiente. En primer lugar, el que quiere desarrollar una idea no prevista en el plan, tiene que proponer una 
modificación del mismo. Esta modificación del plan, si fuera aprobada, podría incluir los ajustes a las infraestructuras urbanas 
directamente involucradas o afectadas por el emprendimiento, de manera que éstos sean ejecutados y pagados por los promotores 
del emprendimiento. 


En este sentido, me parece que hay que limitar un porcentaje máximo de la inversión a realizar -no tengo la cifra exacta- por 
ejemplo, en no más de un 10 %. Es decir que se le podría exigir una inversión en las áreas viales, de saneamiento, verdes, o donde 
sea necesario, para amortiguar o adaptar la ciudad al planteamiento que se hace hasta cierta medida. Pienso que un 10 % de la 
inversión, como dije, podría ser una cifra razonable pero, en todo caso, es un tema que puede quedar abierto a discusión. Además, 
hay que tener en cuenta que ésta es una etapa más. Entonces, si para realizar ese emprendimiento se van a construir más metros 
cuadrados -que es el factor de ocupación máximo definido para la ciudad- y esto es de interés para la Intendencia Municipal, se 
podrá o deberá aplicar algunos de los impuestos que se creen; esto sería un complemento. 


Sobre los otros temas, haré los planteos correspondientes más adelante. En este momento quería plasmar esta idea y, sobre todo, 
resaltar que lo que se establece en el artículo 29 es, en mi opinión, absolutamente inaceptable tal como está. Además, es 
contradictorio con lo que dice el artículo 9* y, por lo tanto, la ley tiene que definirse; es decir, ¿va a legislar de acuerdo al artículo 92 
Oo al 267? 


Por último, quisiera referirme a un tema y me gustaría que los delegados del Ministerio se lo comunicaran al señor Ministro en su 
momento. Si se crean nuevos impuestos -tema que para mí es clave en una ley de ordenamiento territorial- se requiere iniciativa 
del Poder Ejecutivo, aunque sea para que lo cobren las intendencias municipales. Por tanto, habría que ir pensando en algún 
mecanismo a esos efectos, porque la iniciativa que toma el artículo 26 es totalmente insuficiente. 


SEÑOR VILLEGAS.- El señor Sienra se refirió al factor de ocupación máxima para la ciudad; ahora bien, ¿esto es por zonas o para 
toda la ciudad se establece un factor de ocupación máxima? 


SEÑOR SIENRA.- Aquí definimos un factor de ocupación -porque debemos establecer cómo calcularlo- y después decimos que los 
planes de ordenamiento territorial en las áreas urbanas establecerán el factor de ocupación máximo correspondiente al centro 
poblado, estableciendo el máximo construible en los predios comunes, que en ningún caso podrá ser más que 1.5. En este sentido, 
pienso que cualquier predio urbano está habilitado para construir una vez y media en toda el área urbana su superficie y, aunque yo 
no lo establecí, entiendo que es normal que en cualquier ciudad del mundo las edificaciones tengan dos plantas. Por eso se 
establece como máximo una vez y media, aunque el plan puede ser más restrictivo. 


Más adelante se indica que los planes establecerán para cada zona o subzona en las que dividan las áreas urbanas, los factores 
de ocupación totales que, según la propuesta de uso u ocupación del suelo, podrán ser diferentes al factor de ocupación total 
máximo establecido para el centro poblado. 


En el siguiente artículo se dice que se podrán edificar edificios cuya superficie sea mayor a la definida en el factor de ocupación 
total máximo en los predios que el plan de ordenamiento territorial establezca un FOT mayor y una vez adquiridos los derechos 
para hacerlo. Esto quiere decir que si en alguna parte de la ciudad hay un FOT de 5, para poder llegar a construir cinco veces la 
superficie del predio, hay que comprar los derechos de edificación que equivalgan a esos metros cuadrados por encima de 1.5 o 
del factor de ocupación que haya definido el plan para la ciudad. También dicho valor puede ser 1; eso dependerá de si el plan 
quiere construir una gran torre. Sin embargo, el factor de ocupación no solamente puede ser en altura, sino también en sentido 
horizontal porque hay edificaciones de altísima densidad y de baja altura, dejando muy pocos espacios verdes, aspecto que por 
supuesto no comparto, pero eso en realidad no importa. 


Quiero repetir esto porque es muy importante. Se podrán construir edificios cuya superficie sea mayor a la definida por el factor de 
ocupación total máximo en los predios que el plan de ordenamiento territorial establezca un FOT mayor y una vez adquiridos los 
derechos para hacerlo. Es decir que se puede hacer si el plan lo habilita y hasta donde éste lo indique, pero hay que pagar. 


Hay dos maneras de comprar los derechos de edificación. Una de ellas es en la Intendencia Municipal y, otra, es en los predios que 
están habilitados para vender derechos de edificación porque se puede construir menos del 1.5 de la superficie si el plan lo cree 
conveniente. Incluso, los predios pueden ser de la misma zona porque aquellos, como por ejemplo los del Plan Fénix, que por 
razones históricas, preservación y demás, no pueden llegar a los factores de ocupación de los vecinos, pueden vender los 
derechos para que los compren los vecinos. Esto lo pueden hacer en cualquier momento. Ese mecanismo, en definitiva, no es más 
que la actualización de lo que plantea la Ley de Expropiaciones, que dice que el Estado tiene que cobrar a los propietarios el mayor 
que le dan a sus predios por las obras que realiza. Este caso se extiende no a la obra sino a la idea que le genera el mayor valor, 
que es el plan. Además, tiene una ventaja, ya que es mucho más justo que el otro, o sea, la contribución por mejoras. ¿Por qué? 
Porque se paga el impuesto en el momento que se hace uso del beneficio. Incluso, se trata de un gravamen neutro en la ecuación 
económica, y ése es un gran beneficio. El otro impuesto que nosotros creamos es diferente, ya que no se le vende el terreno, sino 
que paga anualmente el derecho a usarlo. Como el aire nunca es de propiedad privada, es una forma de rescatar eso. 


Me tengo que retirar, pero es un tema que dejo abierto y con mucho gusto, si es necesario, lo podríamos seguir tratando en otro 
momento. 


SEÑOR BERRUTTI.- Quería informar que luego de los intercambios realizados entre la Secretaría de esta Comisión y los 
integrantes de la de Vivienda y Ordenamiento Territorial, se tomó la decisión de hacer un paréntesis parcial en dos sentidos. Por un 
lado, nos vamos a seguir reuniendo con los asesores de los señores Senadores, ya sean personas físicas o instituciones y, por 
otro, quedará pendiente -hasta un período que la Comisión determinará- la asistencia de los representantes del Congreso de 
Intendentes y del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑORA CRESPI.- Me gustaría saber quién tomó esa decisión. 


SEÑOR BERRUTTI.- La decisión fue adoptada por los miembros de la Comisión. 


Quería hacer esta precisión antes de que se retirara de Sala el arquitecto Sienra. 

Cabe acotar que en cualquier momento nos ponemos en contacto para comunicarles el reintegro a esta Comisión Asesora. 
SEÑOR SIENRA.- ¿Quedaríamos cesantes, pues? 

SEÑOR BERRUTTI.- No, sería algo totalmente transitorio. 

Ni bien tenga novedades, reitero, nos pondremos en contacto. 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 

(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 

SEÑOR BERRUTTI.- Se levanta la reunión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 34 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


